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    Introducción


    Este pregón a la libertad y al progreso de nuestros pueblos tiene su origen en la Región de Cuyo, tierra del sol y del buen vino. Pero creemos fervientemente que se extenderá como un reguero de pólvora por las provincias productivas de la franja central de la Argentina, para terminar haciendo eclosión en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para iluminar desde allí como un faro, todo nuestro país.


    Nace en Mendoza no por casualidad, sino porque es el sentir mayoritario de una tierra poblada por gente que se levanta todos los días a darle pelea al desierto. Donde la población se concentra en tan solo un 3% del territorio provincial, en oasis “fabricados” por la mano y el ingenio de los hombres y las mujeres que los habitan, y en donde todo cuesta un poquito más.


    Es en este sitio donde aún (al igual que en Santa Fe), no existe la reelección del gobernador. Donde nos rasgamos las vestiduras por la institucionalidad. Donde la política productiva se define y ejecuta con las instituciones que representan al sector privado. Donde es imposible que un gobierno tenga mayoría absoluta en el poder legislativo. Donde todo se debe tratar de consensuar. Donde un gobernador para ser exitoso, debe ser, antes que nada, un buen administrador.


    Fue por estas tierras que conformaban la Intendencia de Cuyo dónde se apostó el general San Martín, nuestro máximo prócer, para darle forma a la hazaña militar y política más trascendente de la Historia argentina, y una de las más importantes del mundo.


    No queremos ser ni parecer petulantes, ya que estas características institucionales que nos distinguen, poco y nada han servido al momento de generar desarrollo económico y empleo para nuestra gente durante los últimos 30 o 40 años. Los indicadores socioeconómicos son igual de preocupantes que los que pueden verse en cualquier lugar del país. Sin embargo, tenemos memoria de un pasado mejor y queremos intentar explicar por qué caímos donde caímos.


    Los estandartes enumerados son solo detalles que nos sirven de carta de presentación para que los lectores no mendocinos entiendan el porqué de lo que decimos.


    Este trabajo pretende revisar a nuestros constituyentes de 1994, ya que perdieron una maravillosa oportunidad para establecer una clara distribución de facultades entre Nación y provincias, en materia fiscal y económica. También consideramos muy cuestionable el mecanismo que se estableció para lograr una nueva Ley de Coparticipación que permitiese financiar nuestro sistema federal.


    Si nos remontamos a nuestros inicios como nación, está claro que, al momento de sancionarse la Constitución Nacional en 1853, la unión nacional era lo prioritario. Las pujas intestinas entre federales y unitarios, le costaron mucho más que estancamiento socioeconómico a la Argentina. Luego de que corriera mucha sangre, conseguimos sentar las bases para organizarnos como país, dando paso a un período de crecimiento y desarrollo nunca visto hasta entonces por estas pampas, con una relación fiscal entre Nación y provincias, en la que estas últimas, financiaban sus gastos casi exclusivamente con los impuestos recaudados en sus territorios.


    Basta comparar la imagen descolorida de aquel grupo de provincias/aldeas que constituyeron nuestra Argentina en 1853 (a las que se les sumó la poderosa Buenos Aires en 1860), con el gran país que llegó a estar entre las primeras diez potencias de mundo allá por 1910, en tan solo 50 años.


    A la luz de la trágica realidad actual de la Argentina, vista en retrospectiva desde el retorno a la vida democrática en 1983, pareciera que fueron una especie de extraterrestres aquellos hombres y mujeres que lograron esa colosal proeza de desarrollo económico entre 1860 y 1925.


    Entendemos que las comparaciones son odiosas, pero hay muchos compatriotas que hace bastante tiempo no se perciben contenidos por la política económica de la República Argentina. Muchos de ellos se sienten defraudados por el sistema democrático que tanto nos costó consolidar, ya que ninguna de las opciones políticas que han gobernado el país, han podido dar respuesta a sus pretensiones de progreso.


    Hemos vivido 39 años ininterrumpidos de Democracia, pasando pendularmente de gobiernos de centro izquierda a otros de centro derecha, siendo la única variable distintiva, el mayor o menor grado de corrupción de unos y otros. Sin embargo, los problemas socioeconómicos no solo han persistido, sino que se han agravado. Una verdadera tragedia como sociedad política organizada.


    Hace más de 175 años, Domingo Faustino Sarmiento se preguntaba desde el exilio chileno en las páginas de lo que luego conformó el “Facundo”, acerca de las causas y las consecuencias del derrotero de nuestra patria adolescente, observando: “…esa falta supina de capacidad política e industrial que los tiene inquietos y revolviéndose sin norte fijo, sin objeto preciso, sin que sepan por qué no pueden conseguir un día de reposo, ni qué mano enemiga los echa y empuja en el torbellino fatal que los arrastra.” En ese mismo texto, destacaba la puja política existente entre el “partido europeo” (el de él), y el “partido americano” (de Rosas). Finalmente, por qué no mencionarlo, también se daba aliento ante la duda de si valía la pena seguir combatiendo, cuando “…los pueblos en masa nos den la espalda a causa de que nuestras miserias y nuestras grandezas están demasiado lejos de su vista para que alcancen a conmoverlos”…Todo esto es tan actual que pareciera que no ha pasado el tiempo. Evidentemente estamos girando siempre en un mismo círculo vicioso.


    Tampoco somos tan necios como para no entender que el modelo de crecimiento económico más exitoso y duradero de la historia argentina (el aplicado por la generación del ’80), no produjo el “derrame” necesario y suficiente como para contener a la mayoría de los argentinos: aquellos que vivían en el interior del Interior de nuestra extensa geografía.


    No todo lo que se hizo durante los últimos cien años estuvo mal. Tampoco creemos que estas ideas solucionen per se los problemas socioeconómicos del país. No obstante, pretendemos dar una explicación política del principal vector de nuestra decadencia: la sistemática degeneración de nuestra organización institucional y política.


    Estamos convencidos de que no supimos cimentar las instituciones necesarias para sustentar un modelo de desarrollo equilibrado y armónico para todas las provincias, de modo que pudieran contener a sus pobladores más vulnerables y lograr, en definitiva, un país mejor distribuido en población y riqueza.


    Por esta razón, este ensayo comenzará con una breve descripción acerca de la evolución histórica del federalismo fiscal en la Argentina, para luego pasar a describir la realidad de Mendoza. Posteriormente compararemos la situación de cada una de las provincias de las distintas regiones que componen nuestro país. Promediando el trabajo, exploraremos la distribución de recursos coparticipables y no coparticipables entre Nación, el sistema de seguridad social y los presupuestos de las provincias (incluyendo CABA). Finalmente desembocaremos en el análisis de los resultados obtenidos en los últimos 20 años en materia económica y social, de donde se desprenderán las conclusiones del ensayo, esbozándose algunos lineamientos generales y muy gruesos (pero a la vez muy sensatos y poderosos), sobre una posible vía de solución a la problemática planteada.


    La totalidad de la información estadística analizada a partir del capítulo dos en adelante, proviene de fuentes oficiales, tanto del Gobierno Nacional como de cada una de las provincias argentinas y CABA. Los datos correspondientes al gasto público surgen de la información contenida en los presupuestos sancionados en cada una de dichas jurisdicciones. Mientras que la información relevada y analizada para medir los impactos del gasto en distintas variables socioeconómicas, corresponden al Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC).


    Queremos que estas palabras e ideas vuelen tan alto, de modo tal que sobrepasen las oscuras nubes de la histórica “grieta” argentina, para iluminar un camino definitivo hacia la unión nacional, con corresponsabilidades claras entre Nación y provincias, que incluya la dotación de recursos para poder cumplirlas. En definitiva, intentaremos expandir nuestra conciencia colectiva en materia de federalismo fiscal, para que la población deje de ver este tópico como un simple problema distributivo de fondos entre Nación y provincias, y lo perciba como una fuente fenomenal de orden para nuestra economía en todos sus aspectos. Desde el costo del changuito en el supermercado, hasta la factura de la luz o el gas; desde el boleto del colectivo o del tren, hasta el valor del teléfono celular que usan nuestros hijos. Todo ello tiene que ver con el hecho de tener un buen o mal sistema de federalismo fiscal.


    En definitiva, queremos un país en el cual cada ciudadano viva donde viva, se encuentre contenido por la política económica nacional. Que sienta que vale la pena hacer el esfuerzo para generar riqueza, ya que dicho sacrificio tendrá su correlato en la canasta de bienes y servicios públicos que cada habitante recibirá del Estado, en forma consolidada. Es decir que, tanto la Nación como las provincias o los municipios cumplan con su parte del pacto social.

  


  
    Capítulo I


Breve reseña del Federalismo fiscal en la Argentina1




    Introducción


    La Constitución de 1853 reconoce dos órdenes de gobierno: las provincias (que son preexistentes) y la Nación. Y es en esta gran ley de participación, donde se determina la distribución de competencias entre los dos órdenes de gobierno que reconoce.


    El artículo 121 de la Constitución Nacional (CN) nos marca un límite: “Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación”.


    Sin embargo, en lo que atañe al desarrollo económico y social, que es en definitiva el objetivo final de este ensayo, podemos deducir que, en principio es una competencia concurrente entre ambos órdenes de gobierno establecidos por la CN.


    Desde una mirada del desarrollo socioeconómico local, el artículo 124 establece: “Las provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines, y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al gobierno federal o el crédito público de la Nación, con conocimiento del Congreso Nacional.”


    En tanto que, el artículo 126 planta bandera limitándolas, ya que “…las provincias no pueden celebrar tratados parciales de carácter político, ni expedir leyes sobre el comercio o navegación interior o exterior, ni establecer aduanas provinciales, ni acuñar moneda, ni establecer bancos con facultad de emitir billetes sin autorización del Congreso Federal; ni dictar el Código Civil, Comercial, Penal y de Minería, después que el Congreso los haya sancionado.”


    Todos sabemos que algunos de estos preceptos se han puesto en juego y se han vulnerado durante un sinnúmero de emergencias económicas y sociales que hemos vivido como nación, pero son los límites impuestos por la Ley de Participación.


    Volviendo a lo nuestro, se supone que para cumplir con las competencias que les atañe, los Estados provinciales y la Nación, deben contar con recursos para tal fin.


    Alberdi decía: “no hay Estado sin recursos” y por eso es determinante a los fines que nos hemos propuesto analizar, la distribución de recursos entre la Nación y las provincias.


    Sin embargo, antes de meternos de lleno en la evolución histórica que ha evidenciado este reparto de recursos en la Argentina, debemos decir que todo Estado federal, como lo es la República Argentina, se sostiene en tres principios: subsidiariedad, solidaridad y lealtad federal.


    Cómo era en un principio: separación de fuentes


    La CN sancionó una clara estructura de imputabilidad fiscal fundada en el criterio de separación de fuentes. Esto significa que las bases imponibles de la Nación y de las provincias eran distintas y que cada una por su cuenta, debía recaudar los impuestos necesarios para financiar sus gastos. En otras palabras, la autoridad que gastaba era la misma que recaudaba. Había correspondencia fiscal.


    En el período 1853-1890, la Nación cubría sus gastos con impuestos sobre el comercio exterior e impuestos internos recaudados en la Capital Federal y los territorios nacionales, salvo circunstancias extraordinarias en las que se le permitía extender la recaudación de los impuestos internos a las provincias por un tiempo determinado. Las provincias recaudaban a su vez, impuestos sobre la propiedad y ciertos consumos. El gasto público consolidado no llegaba a 10% del PBI. Los gobiernos provinciales gozaban de marcada autonomía puesto que apenas un 5% de sus erogaciones se financiaba con transferencias nacionales. (Porto 1990, pp. 93-96; FIEL 1993, pp. 135-136.)


    Ante la emergencia: la Nación expande su base imponible


    La crisis fiscal asociada al pánico Baring en 1890, demostró la vulnerabilidad de la base de imposición externa que se había reservado a la Nación. El punto en cuestión era si había alguna restricción constitucional que impidiera a la Nación recaudar impuestos internos en todo el territorio del país de modo permanente. Las provincias aceptaron conceder a la Nación el derecho con la condición de que fuera renovado anualmente. Desde entonces rigió una relación distinta entre ambos niveles de gobierno. Las transferencias nacionales pasaron a financiar un porcentaje creciente del gasto provincial, alcanzando un 11,5% en 1910. De esta forma, por medio de canales de devolución y redistribución ad-hoc, la Nación retribuía el derecho concedido por las provincias. El estado de situación descripto se mantuvo sin grandes variantes hasta comienzos de la década de 1930 (FIEL op. cit., p. 137).


    Luego de la gran crisis se originó el fondo común


    En 1935 el Congreso aprobó un conjunto de importantes leyes que reestructuraron el sistema tributario nacional. Por una parte, la ley de unificación de los impuestos internos dispuso que el gobierno nacional recaudara los impuestos y los distribuyera por medio de un régimen de coparticipación. Las provincias recibirían su parte en tanto y en cuanto eliminaran sus propios impuestos internos, o aquellos tributos similares a los que la Nación iba a recaudar. El porcentaje de la recaudación nacional que se iba a girar a cada provincia era igual al peso que había tenido la recaudación de la provincia (en la recaudación global de impuestos internos) en años previos. Por otra parte, se creó el impuesto a las ventas sobre la base de un impuesto a las transacciones de 1931, y se ratificó el impuesto a los réditos de 1932. Los dos gravámenes también quedaron sujetos a coparticipación federal. Este segundo régimen de coparticipación retenía el 82,5% de la recaudación para la Nación y transfería el 17,5% restante a las 14 provincias existentes en ese momento y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires (MCBA). La distribución entre las 14 provincias se efectuaba según ponderadores calculados de esta manera: 10% en función de la recaudación que la Nación obtuviera en cada provincia; 30% en función de la recaudación provincial; 30% en función del gasto provincial, y 30% en función de la población provincial. El nuevo federalismo fiscal así surgido aumentó a 29% la fracción del gasto provincial financiado con transferencias nacionales (ibid., pp. 138-139).


    En las décadas siguientes hasta 1972, las relaciones entre la Nación y las provincias se manejaron dentro del modelo recién descripto. Durante el período se incorporaron algunos impuestos nacionales al segundo régimen de coparticipación federal y se cambió a favor de las provincias la distribución primaria en ambos regímenes. También se modificó la distribución secundaria del fondo de impuestos internos unificados (adoptando el método de ponderación del segundo fondo), y se modificó el sistema de ponderación del segundo fondo. De estos cambios, resultó una mayor disociación de las responsabilidades de gasto y de financiamiento a nivel provincial. En 1960 los recursos nacionales financiaban un 47% del gasto provincial (ibid., p.141)


    Consolidación del fondo común


    En 1973 se sancionó la Ley 20.221, que hizo época en la historia del federalismo fiscal. El objetivo fue reducir la dependencia provincial de los aportes del Tesoro Nacional, que por entonces habían aumentado mucho en compensación de la merma en términos reales que sufría la recaudación coparticipada por la creciente inflación. La nueva ley volvió a elevar la participación primaria de las provincias. De esta forma, los impuestos nacionales (salvo los de afectación específica), integraron un sistema único. Un 48,5% de la recaudación de impuestos coparticipados quedaba para la Nación, que remitía 1,8 puntos porcentuales a la MCBA y 0,2 puntos a Tierra del Fuego. Otro 48,5% se transfería automáticamente a las provincias, las que quedaban imposibilitadas de recaudar tributos similares a los nacionales, y un 3% iba al Fondo de Desarrollo Regional. (ibid., p. 162)


    La distribución secundaria se efectuaba según el método de ponderadores. El porcentaje correspondiente a cada provincia se calculaba sobre la base de tres indicadores: 65% según la cantidad de habitantes, 25% según la brecha de desarrollo y 10% según la dispersión demográfica. El primero favorecía a las provincias con más habitantes que PBI; el segundo beneficiaba también a las provincias pobres (pues salía del promedio aritmético de índices de calidad de vivienda, educación y automóviles por habitante), y el tercero favorecía a las provincias poco pobladas del sur. El objeto de la nueva distribución era igualar las capacidades de los fiscos provinciales en la provisión de ciertos bienes públicos (justicia y seguridad) y semipúblicos (educación primaria y salud). La Ley 20.221 aumentó el financiamiento nacional del gasto provincial nuevamente: en 1977 ascendía a un 62% (ibid, pp. 144-145)


    Primeros parches del fondo común


    En 1980, el gobierno de facto puso en práctica un mecanismo de precoparticipación que beneficiaba a la Nación en la distribución primaria de fondos federales. La idea era neutralizar la pérdida de recaudación que provocaría la rebaja de los impuestos al trabajo (que contribuían a financiar el sistema previsional), con una generalización del IVA, que había reemplazado el impuesto a las ventas.


    La altísima inflación de la década de 1980 provocó un deterioro en términos reales de la recaudación coparticipada. Esto indujo como compensación, a un aumento de los aportes del Tesoro Nacional. En 1983, el financiamiento nacional del gasto provincial tocó un máximo histórico de 72% (ibid., p. 149). El régimen de coparticipación establecido por la Ley 20.221 venció a fines de 1984 y como no se había sancionado una nueva ley, las relaciones entre la Nación y las provincias ingresaron en una etapa de vacío legislativo. Hasta 1988, las transferencias a las provincias se manejaron de manera discrecional, por medio de aportes del Tesoro Nacional (ATNs).


    Más parches y los coeficientes mágicos


    En 1988 se sancionó la Ley 23.5482, que establecía un nuevo régimen de coparticipación. Aparte del IVA y de los impuestos internos a las ganancias y a los activos (entre otros), la ley declaró coparticipable el “excedente de combustibles”. Se agrandaron de esta manera los fondos sujetos a coparticipación. Aumentó la participación primaria de las provincias en relación con la Ley 20.221. La Nación disminuyó su parte a un 42,3%, y las provincias aumentaron la suya a un 57,7%, la más alta participación en la historia. Un punto porcentual de la parte destinada a las provincias sería administrado en forma discrecional por el Gobierno Nacional por medio de ATNs (ibid., pp.150-151).


    A su vez, los porcentajes que les correspondían a las provincias no surgían de un método de ponderadores como en 1935 y 1973, sino del promedio de los aportes del Tesoro que cada una de ellas había recibido en los años de vacío legislativo (Porto op. cit., p. 114). Era el turno del método de los “números mágicos”. Aún hoy las transferencias provinciales se determinan según este método.


    En el contexto de estabilidad y crecimiento de la década de 1990, el Gobierno Nacional reflotó la idea de la precoparticipación. En vista del agudo incremento de los recursos por coparticipación que fluían en forma automática a las provincias, y que estas gastaban más o menos automáticamente, la Nación impulsó nuevas transferencias de gastos. Las áreas beneficiadas fueron: educación secundaria, salud y minoridad, y luego se acordaron dos precoparticipaciones. Por la primera de ellas, retuvo un 16% de la recaudación del impuesto a las ganancias para atender los problemas de las grandes urbes (10 puntos porcentuales para la provincia de Buenos Aires y el resto para otras provincias). Por la segunda, la Nación retuvo un 20% adicional de la recaudación del impuesto a las ganancias y un 11% de la recaudación del IVA. El objetivo fue cubrir el déficit previsional de arrastre y el incremental que surgiría de la creación del sistema de jubilación privada (ibíd., pp. 156-157).


    Durante la crisis económica de 2001-2002 se crearon dos impuestos no coparticipados de alta recaudación: retenciones a la exportación de cereales e hidrocarburos, e impuesto al cheque. El Gobierno Nacional recolectó en años posteriores, fondos equivalentes a casi el 5% del PBI por ambos tributos, y los gastó sin controles presupuestarios del Poder Legislativo. Estos dos tributos, luego fueron coparticipados en un 30%. En ocasión de la crisis, el Congreso le cedió facultades extraordinarias al Gobierno Nacional y se las renovó automáticamente. En este período, la dependencia de las provincias respecto del gobierno nacional, adquirió un carácter político todavía más evidente. El presidente de la Nación premiaba con entregas discrecionales de esos fondos la “buena conducta” de los gobernadores. La actividad de lobby de los gobernadores en Buenos Aires se hizo rutina (Jones, Meloni y Tommasi 2008). El sistema de fondo común creado en 1935 llegó de esta forma a su conclusión natural: la concentración del poder político y financiero en el Gobierno Nacional. Los gobernadores de provincias ricas y pobres se transformaron en mendigos del poder central.


    Durante la presidencia de Mauricio Macri, se decidió dar fin a la precoparticipación del 15% de la totalidad de los recursos coparticipables que financiaban el sistema jubilatorio a la ANSES, y se eliminó la coparticipación del 30% de la recaudación de las retenciones al complejo sojero. Una de cal y otra de arena.


    Finalmente, en la presidencia de Alberto Fernández se crearon nuevos tributos no coparticipados.


    La evolución del sistema siguió el derrotero que se muestra en el siguiente gráfico.


    Actualmente, el gasto provincial financiado con recursos federales se encuentra en un 50% aproximadamente. Un nivel similar al periodo 1947/72, previo a la unificación del sistema de coparticipación de recursos.


    Evolución de la proporción del gasto provincial agregado, financiado con recursos federales. Argentina, 1853-2021
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      Fuente: elaboración propia sobre la base de la publicación “Propuesta de Federalismo Fiscal” y de Mecon

    


    Todavía esperamos


    Estamos a 28 años de la última reforma constitucional y seguimos sin consensuar una nueva ley de coparticipación de impuestos federales.


    El cuadro que se muestra a continuación nos informa sobre los coeficientes de distribución secundaria de la coparticipación federal de impuestos vigente, comparándolos con el esquema de 1973. Salta a la vista la discrepancia entre la importancia económica y poblacional de las provincias y lo que reciben por coparticipación.


    Distribución secundaria del régimen de coparticipación federal
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            Distribución Secundaria

          

          	
            Distribución Porcentual

          
        


        
          	
            Ley 20221 1973

          

          	
            Ley 23548 1988

          

          	
            PBI

          

          	
            Población

          
        


        
          	
            Buenos Aires

          

          	
            27,99

          

          	
            21,95

          

          	
            32,60

          

          	
            38,70

          
        


        
          	
            Catamarca

          

          	
            1,92

          

          	
            2,75

          

          	
            0,50

          

          	
            0,80

          
        


        
          	
            Córdoba

          

          	
            8,91

          

          	
            8,87

          

          	
            8,00

          

          	
            8,50

          
        


        
          	
            Corrientes

          

          	
            3,79

          

          	
            3,71

          

          	
            1,30

          

          	
            2,50

          
        


        
          	
            Chaco

          

          	
            4,12

          

          	
            4,98

          

          	
            1,30

          

          	
            2,60

          
        


        
          	
            Chubut

          

          	
            1,86

          

          	
            1,58

          

          	
            1,30

          

          	
            1,10

          
        


        
          	
            Entre Rios

          

          	
            4,56

          

          	
            4,88

          

          	
            2,20

          

          	
            3,10

          
        


        
          	
            Formosa

          

          	
            2,29

          

          	
            3,64

          

          	
            0,60

          

          	
            1,20

          
        


        
          	
            Jujuy

          

          	
            2,21

          

          	
            2,84

          

          	
            0,90

          

          	
            1,60

          
        


        
          	
            La Pampa

          

          	
            1,79

          

          	
            1,88

          

          	
            0,90

          

          	
            0,80

          
        


        
          	
            La Rioja

          

          	
            1,73

          

          	
            2,07

          

          	
            0,50

          

          	
            0,70

          
        


        
          	
            Mendoza

          

          	
            4,72

          

          	
            4,17

          

          	
            4,00

          

          	
            4,30

          
        


        
          	
            Misiones

          

          	
            2,97

          

          	
            3,30

          

          	
            1,40

          

          	
            2,40

          
        


        
          	
            Neuquén

          

          	
            1,71

          

          	
            1,73

          

          	
            1,90

          

          	
            1,20

          
        


        
          	
            Río Negro

          

          	
            2,29

          

          	
            2,52

          

          	
            1,50

          

          	
            1,60

          
        


        
          	
            Salta

          

          	
            3,75

          

          	
            3,87

          

          	
            1,50

          

          	
            2,70

          
        


        
          	
            San Juan

          

          	
            2,56

          

          	
            3,38

          

          	
            1,00

          

          	
            1,60

          
        


        
          	
            San Luis

          

          	
            1,75

          

          	
            2,28

          

          	
            1,00

          

          	
            0,90

          
        


        
          	
            Santa Cruz

          

          	
            1,44

          

          	
            1,58

          

          	
            0,90

          

          	
            0,50

          
        


        
          	
            Santa Fe

          

          	
            9,05

          

          	
            8,93

          

          	
            7,80

          

          	
            8,60

          
        


        
          	
            Santiago del Estero

          

          	
            4,02

          

          	
            4,13

          

          	
            0,80

          

          	
            2,10

          
        


        
          	
            Tucumán

          

          	
            4,56

          

          	
            4,76

          

          	
            2,10

          

          	
            3,50

          
        


        
          	
            Tierra del Fuego

          

          	
            -

          

          	
            0,24

          

          	
            0,80

          

          	
            0,20

          
        


        
          	
            MCBA

          

          	
            -

          

          	
            -

          

          	
            25,20

          

          	
            8,90

          
        


        
          	
            Totales

          

          	
            100,00

          

          	
            100,00

          

          	
            100,00

          

          	
            100,00

          
        

      
    


    Fuente: PBI año 1993 (base 1993), Ministerio de Economía. Población, Censo Nacional 1991, INDEC


     


    La inviabilidad política de darnos una nueva ley que distribuya correctamente los recursos y las responsabilidades económicas y financieras entre Nación y provincias, según nuestro criterio, es el vector más relevante al momento de explicar nuestro fracaso socioeconómico. Pero vamos a ir de abajo hacia arriba, para poder dilucidarlo y revelarlo lentamente.


    
      
        1 Este Capítulo está basado en el Capítulo I de “Propuesta de Federalismo Fiscal”, un trabajo que lideró y coordinó Jorge Ávila para el Consejo Empresario Argentino en el año 2000.

      


      
        2 Vigente. Más allá de que la CN de 1994 exigía dictar una nueva ley de coparticipación.

      

    

  


  
    
Capítulo II
Mendoza, la que acunó la libertad


    En este capítulo esbozaremos y testearemos una hipótesis intentando explicar la razón por la cual gran parte de los mendocinos no se sienten contenidos políticamente dentro de nuestra República Argentina.


    Al decir “falta de contención política” nos referimos a sentir que a Mendoza le iría mejor (en términos socioeconómicos), si fuese un Estado independiente. Es decir, en una hipótesis en la que Mendoza recuperase las facultades delegadas a la República en materia económica y financiera.


    No obstante, antes de ello vamos a describir sucintamente la economía mendocina y haremos una reseña de la presencia del Estado, en sus tres órdenes (nación, provincia y municipio), dentro del tamaño de la economía provincial.


    Breve descripción de la economía mendocina y de la participación del Estado3



    Mendoza es la provincia más grande del oeste argentino. Tiene cerca de 150.000 km2 de superficie y poco más de 2 millones de habitantes. Del total del territorio, solo 450.000 hectáreas (3%) se encuentran irrigadas, y pueden ser destinadas a la producción agrícola. Actualmente los mendocinos generan un producto bruto geográfico (PBG) que equivale al 3% del PBI argentino, aproximadamente.


    La provincia tiene dos grandes turbinas que impulsan su economía, a saber:


    
      	La agroindustria (incluye al sector ganadero): representa cerca del 12% del PBG



      	La producción y destilación de petróleo (incluye gas): representa el 15% del PBG


    


     


    A estos sectores productivos se debe sumar un tercer “motorcito” oferente de servicios, que año tras año va ganando potencia: el turismo. Este sector, impulsado fundamentalmente por el enoturismo o turismo del vino, aporta un 6% al PBG.


    En suma, entre el complejo agroindustrial, el conglomerado petrolero y los servicios asociados al turismo, se genera un tercio del PBG mendocino. Estos sectores son los propulsores más relevantes a la hora de impulsar el crecimiento y desarrollo económico provincial. Más allá de la existencia de otras actividades económicas innovadoras, como las tecnologías de información y comunicación (TICs), que están creciendo exponencialmente en los últimos años.


    Un párrafo aparte merece el potencial que tiene la minería metalífera de gran escala. Sin embargo, en Mendoza no se ha generado el nivel de “licencia social” para explotarla.


    Participación sectorial en el PBG. Mendoza, promedio 2015/20


    
      [image: ] 

      Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de la DEIE

    


    Por lo visto, Mendoza goza de una economía bastante diversificada, pero sus principales motores son sectores “transables”. Es decir, que dependen fuertemente de una variable que no maneja Mendoza, sino la Nación. Estamos hablando del tipo de cambio real, de los Tratados de Libre Comercio, los costos logísticos, etc.


    Hasta acá, nada nuevo bajo el sol. Por lo tanto, proponemos una manera innovadora de analizar la economía de cada jurisdicción nacional sacando el foco del ámbito empresarial o sectorial, para echar luz sobre otro gran actor de la economía. Nos estamos refiriendo a la presencia del Estado en el territorio de cada jurisdicción en sus tres órdenes de gobierno: nación, provincia y municipios.


    En el caso de Mendoza, el tamaño del Estado equivale al 38% en su PBG, ya que gasta o invierte una cifra equivalente a 4.470 millones de dólares. Visto de otra manera, en promedio, cada uno de los mendocinos y mendocinas recibe en bienes o servicios públicos el equivalente a 2.223 dólares anuales por parte del Estado en sus tres ámbitos.


    Cuando desagregamos el gasto del Estado, nos encontramos con que la Nación tiene un peso equivalente al del gobierno de la provincia de Mendoza, representando cada uno entre un 18 y 19%, en términos del PBG mendocino. Los municipios son casi irrelevantes, ya que el gasto de los mismos financiado con recaudación propia, representa solo medio punto del producto4 mendocino.


    En Mendoza, si sumamos el gasto que realiza la Nación directamente en territorio mendocino, más los recursos que recibe la provincia a través del sistema de coparticipación de impuestos, resulta que el 74% del gasto público consolidado es financiado con recursos federales. En otras palabras, de cada 100 pesos que gasta el Estado en Mendoza, sea que se trate de la nación, la provincia o los municipios, 74 pesos son financiados por recursos federales recaudados por la nación, a través de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP).


    Esta nueva forma de analizar la economía desde una perspectiva focalizada en el gasto público no es trivial. Es tan significativo el tamaño del gasto público consolidado respecto del tamaño de las economías provinciales que, si se modificase la distribución de recursos federales entre Nación y provincias, sería determinante al momento de analizar la realidad socioeconómica. Por caso, al final del capítulo uno, pudimos advertir que Mendoza perdió 0,55 puntos porcentuales de la distribución secundaria de recursos coparticipables a partir de 1988, con respecto a la correspondiente de 1973. Es decir que, perdió el 12% real de los recursos coparticipables entre las provincias.


    Esa pérdida ocurrida en 1988, podría estimarse en 1.25 puntos porcentuales del PBG. Este cálculo surge de la siguiente cuenta: si el gobierno provincial financia el 55% de sus gastos con Recursos de Origen Nacional (RON) y el gasto provincial equivale al 19% del PBG, entonces una reducción del 12% en el ponderador de la distribución secundaria de la coparticipación, equivale a perder 1,25 puntos de PBG (55%*19%*12%). En 34 años de vigencia, equivaldría al 42,5% de un PBG. Unos 6.375 millones de dólares, sin contemplar ningún tipo de actualización.


    En otros términos, esos 6.375 millones de dólares equivalen hoy a más de 6.000 kilómetros de rutas nuevas. Tengamos en cuenta que el Departamento Provincial de Vialidad administra un total 4.500 km de rutas o caminos asfaltados. O unas 160.000 viviendas nuevas —el déficit habitacional según un estudio de la Universidad Nacional de Cuyo, es de 40.000 viviendas— y 80.000 ampliaciones. O unas 10.000 escuelas nuevas, cuando la Dirección General de Escuelas administra un total de 1.326 edificios escolares y unos 2.200 establecimientos educativos. O bien unas 200.000 hectáreas de nuevas plantaciones con viñedos, cuando en toda Mendoza existen algo más de 150.000 hectáreas cultivadas con vid. Estos son solo algunos ejemplos para comprender la dimensión o magnitud del impacto de esa aparente pequeña modificación.


    ¿En qué áreas se asigna el gasto nacional en la provincia de Mendoza?


    Si volvemos a enfocarnos en el gasto público y detallamos el gasto nacional en Mendoza, por lejos, la erogación más relevante corresponde a las transferencias que realiza el sistema de Seguridad Social en materia de prestaciones previsionales (jubilaciones y pensiones) y de asignaciones familiares (activas, pasivas y universales). Entre ambas totalizan erogaciones por casi 1.400 millones de dólares anuales (casi un 12% del PBG). Agregando la totalidad de gastos atinentes a la seguridad social, dentro de los que se encuentra la atención a la ex Caja Provincial, el presupuesto de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), representa el 75% del presupuesto total que la Nación gasta en Mendoza (14% del PBG).


    En síntesis, de cada 100 pesos que gasta la Nación en Mendoza, 75 corresponden a políticas relacionadas con la seguridad social. No obstante, creemos importante comentar los demás gastos en función de su importancia relativa dentro del presupuesto.


    En tal sentido, el segundo organismo público nacional que más gasta en Mendoza es el Ministerio de Educación (5% del total del gasto nacional, destinado principalmente a financiar la Universidad Nacional de Cuyo). En tercer lugar, aparece el Ministerio de Obras Públicas (4% del total, destinado a financiar la inversión real directa en rutas, autopistas e infraestructura para saneamiento). El cuarto lugar lo ocupa el Ministerio de Defensa (3,5% del total, asignado mayoritariamente al Ejército Nacional). Finalmente, el quinto puesto lo ocupa con un 3,5% del presupuesto, la Agencia Nacional de Discapacidad que depende de presidencia de la Nación.


    Gasto público nacional presupuestado, principales ministerios. Mendoza, 2021


    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            Concepto

          

          	
            Mendoza

          
        


        
          	
            en MM de US$

          

          	
            Part Relativa

          

          	
            % PBG

          
        

      

      
        
          	
            Agencia Nacional de Discapacidad

          

          	
            77

          

          	
            3,5%

          

          	
            0,6%

          
        


        
          	
            Ministerio de Seguridad

          

          	
            29

          

          	
            1,3%

          

          	
            0,2%

          
        


        
          	
            Gendarmería Nacional

          

          	
            11

          

          	
            0,5%

          

          	
            0,1%

          
        


        
          	
            Ministerio de Defensa

          

          	
            77

          

          	
            3,5%

          

          	
            0,7%

          
        


        
          	
            Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca

          

          	
            11

          

          	
            0,5%

          

          	
            0,1%

          
        


        
          	
            Ministerio de Obras Públicas

          

          	
            91

          

          	
            4,2%

          

          	
            0,8%

          
        


        
          	
            Dirección Nacional de Vialidad

          

          	
            52

          

          	
            2,4%

          

          	
            0,4%

          
        


        
          	
            Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento

          

          	
            22

          

          	
            1,0%

          

          	
            0,2%

          
        


        
          	
            Ministerio de Desarrollo Territorial y Habitat

          

          	
            32

          

          	
            1,5%

          

          	
            0,3%

          
        


        
          	
            Ministerio de Educación

          

          	
            109

          

          	
            5,0%

          

          	
            0,9%

          
        


        
          	
            Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social
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